
  



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

         SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, julio doce de dos mil dieciséis
Expediente 66001-22-13-000-2016-00656-00

Acta Nro. 328 de julio 12 de 2016
Decide la Sala la acción de tutela interpuesta por José Obdulio Restrepo González contra la Universidad Manuela Beltrán y la Comisión Nacional del Servicio Civil, a la que fueron vinculados el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social y el Director de Proyecto Convocatoria 320 de 2014-DPS  de la CNSC.
ANTECEDENTES
   



Actuando en su propio nombre José Obdulio Restrepo González, instauró acción de tutela contra la Comisión Nacional del Servicio Civil y la Universidad Manuela Beltrán, con el fin de que se le protejan sus derechos fundamentales “AL DEBIDO PROCESO Y … A LA IGUALDAD, así como a los principios de confianza legítima, buena fe y seguridad jurídica”.

   



Narra, en resumen, que se inscribió en la Convocatoria No. 320 de 2014 (Departamento para la Prosperidad Social), de la Comisión Nacional del Servicio Civil en el empleo número 208238; en el mes de mayo se publicó por parte de la Universidad Manuela Beltrán la calificación de la prueba valoración de antecedentes, en la que no se le validaron 10 puntos de experiencia laboral reportada, con lo que debía obtener un puntaje total de 56 y no de 48.59.  Previa reclamación, la Universidad ajustó la valoración a 48.73 puntos, con la que no quedó satisfecho, y por ello acude a esta acción, porque considera que se le ha trasgredido el derecho al debido proceso, toda vez que aportó la experiencia laboral por 10 años, pero fue ignorada. 
    



Pidió, en consecuencia, el amparo de los derechos invocados y que se le ordene a las accionadas reconocerle la aludida experiencia, otorgándole 10 puntos por tal ítem, para completar 56 puntos en la Convocatoria 320 de 2014 DPS.
Con auto del 28 de junio del presente año, se le dio impulso a la demanda con la vinculación del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social y de la Dirección de Proyecto Convocatoria 320 de 2014-DPS  de la CNSC, a quienes se corrió traslado por el término de 2 días para que asumieran su defensa. 
Sea preciso decir que no se vinculó a otros potenciales interesados, por cuanto el concurso apenas está en sus etapas preliminares y no se ha conformado una lista definitiva de elegibles, amén de que el puntaje del demandante es el más alto de los obtenidos en lo que a los antecedentes se refiere. 
El asesor jurídico de la CNSC, aludió a la improcedencia de la acción de tutela por su carácter subsidiario y excepcional ante la existencia de otros mecanismos jurídicos, pues se trata de actos administrativos de carácter general, impersonal y abstracto; además, no se configura un perjuicio irremediable; recalcó, sin embargo, que al accionante se le tuvieron en cuenta los documentos que aportó y que no se le ha vulnerado ninguno de los derechos que invoca. . 

Por su parte, el representante legal de la Universidad, se refirió al proceso que adelanta para proveer empleos vacantes en el DPS y los pormenores que ello implica; indicó qué requisitos debe superar el accionante; explicó los criterios valorativos para puntuar la experiencia en la prueba de antecedentes y cómo se efectuó y dijo que si se aceptara la posición del concursante, se le estaría dando un doble puntaje por una misma experiencia, lo que está prohibido conforme al artículo 40 del Acuerdo 524 de 2014. Pidió, en consecuencia, despachar desfavorablemente las pretensiones de la tutela.

Finalmente, el Departamento para la Prosperidad Social, mediante la Jefe Oficina Asesora Jurídica, adujo su falta de legitimación en la causa por pasiva, como quiera que la entidad responsable del concurso es la Comisión Nacional del Servicio Civil.

CONSIDERACIONES

El constituyente colombiano introdujo desde 1991 en la Carta Política la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos.
 



La situación planteada descansa en la vulneración que José Obdulio Restrepo González estima que le genera la posición de las accionadas al negarse a darle la puntuación que debía obtener en la fase del concurso en el que se inscribió, en lo que a la prueba de análisis de antecedentes corresponde, pues, afirma, tenía que ser superior en el ítem de experiencia laboral relacionada y pese a efectuar la reclamación del caso la respuesta fue desfavorable.
Frente a ello, se tiene que en esta clase de acción, no por ser un mecanismo breve y sumario, puede pasarse inadvertido que está revestida de unas características especiales, entre ellas, la de la subsidiariedad, que se erige en causal de improcedencia cuando el afectado cuenta con otros mecanismos de defensa, porque así lo prevé el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991.

  



Eso es lo que ocurre en este caso, pues en los argumentos en que se apoya el solicitante para deprecar el amparo, relacionados con la supuesta irregularidad de los actos administrativos que descartaron el puntaje que en su criterio debía obtener en la fase anunciada, deja de lado que tiene expedito el camino judicial ordinario con el ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho pertinente ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, como medio especial, idóneo, amplio y revestido de toda clase de garantías, para remediar lo que considera que es una posición equivocada de las entidades involucradas en la convocatoria y escogimiento de aspirantes.

  



Reservada esta clase de debates al juez natural, por la connotación propia que un asunto de esta estirpe implica, le está vedado al constitucional incursionar en órbitas ajenas a la esencia misma de la acción de tutela.  Sobre el particular, señaló la Corte Constitucional en su sentencia T-634 de 2006: 

  



La Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, es el instrumento jurídico específico que  puede utilizar  el actor para solicitar de la Jurisdicción Contencioso Administrativo la declaratoria de nulidad  del acto administrativo; esto es, para plantear su pretensión orientada a la pérdida de su eficacia jurídica por la ocurrencia de un vicio que afecta su validez (ilegalidad, incompetencia, forma irregular, etc..) y que, en consecuencia, se le restablezca en su derecho o se le  repare el daño
.

   



Ahora bien, aceptando que en determinados casos, aun cuando exista ese medio de defensa judicial, se pueda causar al afectado un perjuicio irremediable, es lo cierto que en tal caso así debe promoverse la acción, indicándole al juez en qué consiste el mismo para que pueda ser valorado. Mas aquí, ni se invocó, ni de los hechos narrados por el peticionario surge una situación que requiera ser neutralizada con medidas de carácter urgente e impostergables.

   



Por último, no se ve de qué manera se vulnera el derecho a la igualdad, pues ni se menciona, y menos se acredita, en qué otro caso, de igual matiz al suyo, la parte accionada sí tuvo en cuenta experiencias relacionadas bajo su misma condición y accedió a modificar el puntaje de rigor.



 



No está por demás traer a cuento una decisión de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en la que, cambiando lo que hay que cambiar, en un asunto de similar gama, revocó la adoptada por una de las Salas de Decisión Civil-Familia de esta misma Corporación que había accedido al amparo deprecado; allí precisó:

  


“El accionante aduce que la Comisión Nacional de Servicio Civil afectó sus prerrogativas constitucionales invocadas al excluirlo del concurso de méritos en el que se inscribió con el propósito de ocupar el cargo de Auxiliar Administrativo Código 407 – Grado 10 de la Gobernación de Risaralda, por no aportar en oportunidad el diploma de bachiller, no obstante haber adjuntado el acta de grado de su carrera profesional, con la cual demuestra que el bachillerato se superó. Pide ser reintegrado al proceso de selección con el fin de poder ocupar el empleo al cual se inscribió, puesto que no tiene trabajo y debe mantener a su familia.    

  


En relación con la inconformidad del peticionario, basta decir que el amparo solicitado resulta improcedente, pues como reiteradamente lo ha sostenido la jurisprudencia de esta Corporación, en principio las controversias en torno de la legalidad de las decisiones de la administración, deben discutirse ante la jurisdicción correspondiente, sin que sea viable pretender sustituirlos por este mecanismo extraordinario habida cuenta de su carácter subsidiario, pues si la pretensión del actor es la de invalidar las determinaciones que la entidad cuestionada emitió y en las que argumentó que la norma es taxativa al indicar que el requisito es el diploma de bachiller y no puede ser suplido por el de pregrado, este no es el escenario para debatirlas, motivo por el cual se revocará el fallo de primer grado.” 

  



Así las cosas, la petición se declarará improcedente.
 



Se absolverá a las entidades vinculadas, por no hallar de su parte trasgresión alguna en relación con los derechos invocados.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley declara IMPROCEDENTE la protección invocada por José Obdulio Restrepo González contra la Universidad Manuela Beltrán y la Comisión Nacional del Servicio Civil.

Se absuelve al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social y a la Dirección de Proyecto Convocatoria 320 de 2014-DPS  de la CNSC.



 
Notifíquese a las partes por el medio más expedito la decisión aquí tomada.

Si no es impugnada, oportunamente remítase la actuación a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Una vez regrese, y si el fallo no fuere objeto de alzada, ni de escrutinio ante la alta Corporación, archívese sin trámites adicionales.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                         DUBERNEY GRISALES HERRERA   
� Sentencia T-343 de 2001 M.P. Rodrigo Escobar Gil


� Sentencia de tutela del 19 de septiembre de 2013. Ref. 66001-22-13-000-2013-00160-01, Magistrada Ponente Ruth Marina Diaz Rueda. 





